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I. Derechos Tutelados por el Hábeas Data

El hábeas data es un proceso constitucional especializado en la protección  de los derechos de quienes se encuentran registrados en bancos de datos, sean públicos o privados, que pueden contener información desactualizada, falsa, equivocada, o sensible; permitiendo al agraviado, a través de esta acción, lograr el conocimiento, la modificación, eliminación o reserva de los datos existentes, a fin de tutelar la esfera personal de perturbaciones externas no deseadas, garantizando, fundamentalmente, la privacidad o intimidad personal, protegiendo a la persona frente al almacenamiento, registro y utilización de datos
.

La doctrina entiende que el precedente más claro del habeas data puede encontrarse en “the rigtht to be let alone”, o derecho a ser dejado en soledad, invocado por el Juez Cocley y desarrollado por los juristas norteamericanos Warren y Grandeis, con el que intentaron proteger a las personas de aquellos actos o datos personales que eran divulgados sin el consentimiento del afectado, combatiendo las intromisiones ilegítimas en la vida privada
.

El ámbito de protección de este derecho, debido fundamentalmente al desarrollo tecnológico de los últimos años, que permite el almacenamiento ilimitado de información y su envío a otros bancos, ha encontrado en el derecho contemporáneo una nueva dimensión; pues se configura ya no solo como una garantía destinada a rechazar la intromisión de terceras personas en la esfera privada, sino como un derecho fundamental destinado a  controlar la información, rectificando o eliminando en su caso, los que aparezcan como desactualizados,  falsos o sensible.

Al parecer, el primer precedente legislativo del habeas data se encontraría en la   “Privacy Act” de los Estados Unidos de américa de 31 de diciembre de 1974, seguido del “Data Protection Act” británica de 1984
; para luego adquirir rango constitucional el 1976 en Portugal, a través del art. 35, que consagró el derecho del ciudadano a: 1) conocer la información que le concierne almacenada en archivos, su finalidad y la posibilidad de rectificarla o actualizarla; 2) que la información no sea utilizada para el tratamiento de datos “sensibles”, referentes a convicciones políticas, religiosas o asuntos de la vida privada, salvo que se trate de datos no identificables personalmente, con fines meramente estadísticos; 3) que no se atribuya a los ciudadanos un número nacional único de identificación
.

Dos años después la  Constitución de España de 1978 establecía en el Art. 18.4 que la ley limitaría “el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos”; precepto constitucional que es desarrollado por la Ley Orgánica 5/1992 de octubre, denominada “Regulación del Tratamiento automatizado de datos
.”

En Latinoamérica, la Constitución de Brasil de 1988 fue la primera que estableció el hábeas data, seguida por las de Colombia, Paraguay, Argentina y Perú, entre otras; toda ellas bajo la idea común de proteger, fundamentalmente, el derecho a la intimidad personal y familiar, además de otros derechos, como “el buen nombre” (Colombia), el derecho al honor, la buena reputación, la voz y la imagen propias (Perú). 

El habeas data también encuentra presencia en los instrumentos internacionales básicos de protección de derechos humanos (Pactos internacionales) . Así, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su Art. 12 establece que nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, familia, domicilio y correspondencia, ni ataques a su honra o reputación. A su vez la Declaración Americana de derechos y deberes del hombre, en su Art. 5 señala que toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra los ataques abusivos a su honra, a su reputación y a su vida privada o familiar.  En el mismo sentido el art. 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos expresa que “1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y reputación.  2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques”. En lo regional, el art. 11 de la Convención Americana de Derechos Humanas determina que “Toda persona tiene derecho al respecto a su honra y al reconocimiento de su dignidad; 2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación; 3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencia o esos ataques.” 

En Bolivia, en la reforma de 20 de febrero de 2004, nuestra ley fundamental, en armonía con las constituciones antes señaladas y los pactos internacionales aludidos, introdujo el hábeas data en su Art. 23 como una garantía constitucional destinado a tutelar los derechos a la intimidad y privacidad personal y familiar, a la imagen, honra y reputación, derechos que implícitamente han sido incorporados catálogo de los derechos fundamentales establecido en el Art. 7 de la Constitución.
I.1. Derecho a la privacidad o a la intimidad.

Del contenido de los textos constituciones latinoamericanas citadas y los Pactos Internacionales, se extrae que el derecho protegidos por el habeas data, es fundamentalmente, el derecho a la privacidad, concepto que un importante sector de la doctrina identifica con el de intimidad personal, que hace referencia a aquellos actos o situaciones que por su carácter personalísimo no se encuentran expuestos a la divulgación
. Conforme a esto, el derecho a la privacidad de manera genérica abarcaría  también el derecho a la intimidad, y comprendería siguientes aspectos
: a) aquellos hechos que el hombre realiza sobre su propio cuerpo en forma reservada (los problemas de salud de la persona y su familia), con las limitaciones establecidas por las leyes; b) las creencias religiosas, ideas filosóficas y políticas, cuya emisión y ejercicio generalmente están garantizados en las Constituciones (en Bolivia, art. 3 y 7 de la CPE); c) la vida pasada de la persona, cuando ésta puede ser vergonzonte para él; d) la vida doméstica, no sólo en cuento a la inviolabilidad del domicilio (que tiene protección constitucional independiente, art. 21 de la CPE), sino también a los hechos que se producen dentro del hogar, y que no tienen por qué ser divulgados; e) los conflictos que pueden existir en la familia:  la relación matrimonial, los problemas con los hijos, etc., deben ser sólo de dominio de la familia, lo mismo respecto a las situaciones relativas a adopciones, que deben quedar en reserva; f)  las relaciones sentimentales, que comprende también el aspecto sexual y las relaciones de amistad; g) las comunicaciones privadas que, como forma de transmisión de ideas y sentimientos, encuentran protección  constitucional (art. 20 de la CPE); h) la situación económica personal, como el nivel de ingreso, patrimonio, etc.  En todos estos casos, se salvan las limitaciones al derecho a la privacidad establecidas legalmente, como por ejemplo, la facultad de los jueces de expedir el mandamiento de allanamiento de domicilio o la incautación de correspondencia, en los casos permitidos por el ordenamiento.

El criterio expuesto no es compartido por aquella posición que entiende que el derecho a la privacidad tiene claras diferencias con el derecho a la intimidad; dado que este último, protegería las esferas más reservadas de la vida (como el domicilio, la correspondencia y papeles privados), los cuales de manera general encuentran protección en las normas constitucionales, a través de las garantías de inviolabilidad del domicilio, de la correspondencia y los papeles privados; y que en cambio, el derecho a la privacidad protege esferas más amplias de la personalidad
, como su comportamiento, el respecto a sus relaciones personales, sentimentales, secretos de la persona, expresiones corporales, etc
.

En lo que hace a nuestro País, del contenido del Art. 23 de la Constitución se establece que  el legislador constituyente ha asumido la segundo criterio sostenido por la doctrina, y bajo la idea de que hay diferencia entre ambos conceptos optó por precisar que lo que se protege a través del habeas data es la afectación al “…derecho fundamental a la intimidad y privacidad personal y familiar…”. En tal sentido, la protección que brinda la Constitución boliviana a través del habeas data no se reduce solamente al ámbito de mayor reserva del individuo y de su familia, sino que se extiende al derecho a la privacidad; entendido como el derecho a la libertad de la persona para conducirse en determinados espacios y tiempo, libre de perturbaciones ocasionadas por terceros, así como la facultad de defenderse de la divulgación de hechos privados.  Así lo ha entendido la jurisprudencia de este Tribunal en la SC 1420/2004-R, al señalar que:

“…es la potestad o facultad que tiene toda persona para mantener en reserva determinadas facetas de su personalidad. Es un derecho que se inscribe en el marco del valor supremo de la libertad en su dimensión referida al “status” de la persona que implica la libertad - autonomía, lo que importa que esté íntimamente relacionado con el derecho al libre desarrollo de la personalidad; la consagración de este derecho se encamina a proteger la vida privada del individuo y la de su familia, de todas aquellas perturbaciones ajenas que, de manera indebida, buscan penetrar o develar los sucesos personales o familiares.”

Consideramos que lo anotado precedentemente, no es óbice para que  bajo la expresión genérica  “derecho a la privacidad”, se pueda aludir a ambos conceptos, esto es intimidad y privacidad. 

El sentido positivo y negativo del derecho a la privacidad

La doctrina y la jurisprudencia coinciden en sostener que derecho a la privacidad tiene un sentido positivo y negativo. En el primer sentido, el derecho implica la libertad de la persona para decidir qué hacer con su vida privada y de guardar reserva sobre aquellos aspectos que no desea que sean conocidos por los demás.  En este sentido, la privacidad está vinculada al arbitrio,  a la facultad de las personas para adoptar en su vida privada los comportamientos de acuerdo a su preferencia, ejerciendo su libre desarrollo de la personalidad
. 

En un sentido negativo, el derecho significa no ser molestado y mantener una vida privada sin intromisiones de ningún particular ni del Estado.  En consecuencia no se podrá interferir arbitrariamente en diferentes ámbitos de la vida privada como el domicilio, la correspondencia y la conducta personal
 y familiar, en los ámbitos antes señalados.

En el sentido positivo, el derecho a la privacidad (como libertad) ha permitido a la doctrina señalar que la garantía procesal de ese derecho, es decir el hábeas data, es la concreción de una libertad, denominada libertad informática o derecho de autodeterminación informática.

Así, mediante el Hábeas Data, se tutela el derecho a la autodeterminación informática
; precisándose sin embargo, que es un derecho implícito, que deriva de la protección del derecho a la vida privada y la intimidad familiar y personal, a la propia imagen, a la honra de la persona y de su familia; derechos que emanan de la dignidad de la persona
.

Bajo este entendimiento, el derecho a la autodeterminación informática constituye la facultad de una persona para autorizar la recolección, conservación, uso y circulación de los datos existentes en una base de datos pública o privada, así como para conocerla, actualizara, rectificarla o cancelarla, y también determinar por sí misma, cuándo y dentro de qué límites puede revelar situaciones referentes a su propia vida
.

I.2. Derecho a la imagen

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional, contenida en la SC  1376/2004-R, ha entendido que el derecho a la imagen se deriva del derecho a la dignidad humana, “…pero que tiene su ámbito de protección en forma autónoma, con elementos propios de los que pudieran tener los derechos a la intimidad, al honor o a la identidad con quienes guarda cierta aproximación, de modo que no puede ser confundido con ninguno de estos derechos, pues el derecho a la imagen es un derecho humano que comprende la facultad de proteger la imagen propia a fin de que aquella no se reproduzca, total o parcialmente en forma íntegra o deformada, sin consentimiento del titular. Sin embargo, también cabe referir que aunque tiene independencia propia y autónoma frente a esos derechos también personalísimos, su protección en el orden internacional a través de diversos instrumentos sobre derechos humanos, está inmersa en la protección a los derechos a la intimidad y al honor.

La misma sentencia, señaló que por la naturaleza de ese derecho, “…los instrumentos técnicos para provocar una lesión en el mismo, serán la fotografía, un dibujo o retrato, una caricatura, video, película, libro o un artículo periodístico, siendo importante que la reproducción que se haga de esta imagen sea tal que sirva para identificar e individualizar en concreto a la persona representada y por medio de ellos pueda reconocérsela”. 

De acuerdo a lo anotado, a través del recurso de hábeas data, sólo podrá alegarse vulneración a este derecho cuando se impida conocer, objetar u obtener la eliminación, rectificación o la reserva de los bancos de datos que contengan imágenes (fotografía, vídeos, retratos, etc), de la persona que se considere agraviada, recalcándose que en estos casos, para que exista acto ilegal, es necesario que la persona no hayan otorgado su consentimiento para la difusión o reproducción de su imagen, sin que sea necesario  que se afecte la honra, reputación u honor de la persona
.

1.3. Derecho a la honra y a la reputación 

La honra es un derecho que deriva de la dignidad de la persona, y se vincula a los derechos a la intimidad,  a la reputación y al honor de todas las personas. La honra  se expresa en la pretensión de respeto de cada individuo como consecuencia del reconocimiento de su dignidad, debiendo diferenciarse del honor en tanto éste hace referencia a la percepción que el propio sujeto tiene de su dignidad, operando en un plano interno y subjetivo; es decir, es la valoración que la propia persona hace de sí misma, en tanto, que como ha quedado expresado, la honra es externa, es la ponderación que los demás tienen de uno. 

La reputación,  conforme lo entiende la doctrina, es el juicio que los demás tienen sobre las cualidades de una persona, sean estas morales, profesionales, personales, u otras. También conocido como el derecho al buen nombre, se encuentra relacionado con la fama adquirida por el individuo por sus acciones personales, atendiendo al mérito o demérito. 
Conforme a ello, atentarán contra el derecho a la honra y la reputación, aquellas acciones que impidan conocer objetar u obtener la eliminación, rectificación de aquellos datos ajenos a la verdad, que denigren a la persona y distorsionen el prestigio social de un individuo; por ejemplo, la falsa imputación de delitos, inmoralidades, menosprecio, etc.  En estos casos, necesariamente debe existir el ánimo de lesionar, es decir, la intención de afectar en forma directa la honra o la reputación de un individuo
.

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional, en la SC 686/2004-R, ha definido el derecho a la honra como: “…la estimación o deferencia con la que cada persona debe ser tenida y tratada por los demás miembros de la colectividad que le conocen; es el derecho que tiene toda persona a que el Estado y las demás personas reconozcan y respeten la trascendencia social de su honor. Es un derecho que se gana de acuerdo a las acciones realizadas por cada persona, de manera que en virtud de ellas pueda gozar del respeto y admiración de la colectividad como consecuencia de su conducta correcta e intachable acorde con valores de la ética y la moral, o, por el contrario, carezca de tal imagen y prestigio, en razón a su indebido comportamiento social; cabe advertir que la honra, se constituye en una valoración externa de la manera como cada persona proyecta y presenta su imagen; de manera que las actuaciones buenas o malas, son el termómetro positivo o negativo que la persona irradia para que la comunidad se forme un criterio objetivo respecto de la honorabilidad de cada ser; pues las buenas acciones acrecientan la honra, las malas decrecen su valoración. En este último caso se entiende que no se puede considerar vulnerado el derecho a la honra de una persona, cuando es ella misma quien ha impuesto el desvalor a sus conductas y ha perturbado su imagen ante la colectividad.

II. Finalidad del recurso.

De manera más o menos coincidente, desde los momentos iniciales de la creación del  habeas data, la legislación comparada, estuvo dirigida a precautelar el derecho de las personas a conocer la información almacenada en archivos, con la posibilidad de rectificarla o actualizarla o excluir aquellos datos sensibles. Así, la Constitución de Brasil de 1988,  en el art. 5, inc. LXXII, instituyó el hábeas data, le atribuyó los siguiente cometidos: “a) para asegurar el conocimiento de informaciones relativas a la persona de quien lo pide, que consten en registros o bancos de datos de entidades gubernamentales o de carácter público; b) para la rectificación de datos, cuando no se prefiera hacerlos en proceso reservado judicial o administrativo.”

A su vez, la Constitución de Colombia de  1991, estableció en el art. 15 que todas las personas tienen derecho “…a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas.  En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y demás garantías consagradas en la Constitución”.

Por su parte, la Constitución de Paraguay de 1992, en su art. 135 expresa  que “toda persona puede acceder a la información y a los datos que sobre sí misma, sobre sus bienes obren en registros oficiales o privados de carácter  público, así como conocer el uso que se haga de los mismo y de su finalidad.  Podrá solicitar ante el magistrado competente la actualización, la rectificación o la destrucción de aquéllos, si fuesen erróneos o afectaren ilegítimamente sus derechos”
La Constitución Argentina, establece en el art. 43 que “Toda persona puede interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registro o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos.  No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística”. 

La jurisprudencia argentina, interpretando el contenido del texto constitucional glosado,  ha precisado que el hábeas data tiene cinco objetivos principales, a saber: “a) que una persona puede acceder a la información que conste sobre ella en un registro o banco de datos; b) que se actualicen lo datos registrados, c) que se rectifiquen los inexactos, d) que se asegure la confidencialidad de cierta información legalmente obtenida para evitar que sea conocida por terceros y e) la supresión de la información sensible” (CNFed. Cont-adm, Sala IV, “Farrel, D.A c/Banco Central y otros, JA, 1995-IV-350
).  

La doctrina por su parte, sobre la base del  desarrollo normativo y jurisprudencial, asigna al habeas data, los siguientes cometidos
:

1. Conocer la información existente en un banco de datos, compulsarla y verificar su veracidad, así como informarse sobre su finalidad y el uso que se dará a la misma.  Néstor Pedro Sagués, denomina al hábeas data que tiene esta finalidad, como informativo, que a su vez se divide en hábeas data exhibitorio, finalista y autoral.  El primero tiene por fin “tomar conocimiento de los datos” , lo que implica ejercitar el derecho de acceso a la base de datos por parte del registrado; el segundo, está orientado a saber para qué y para quién se registran los datos y, finalmente el tercero, tiene como fin preguntarse acerca de quién obtuvo los datos existentes en el registro.

2. Actualizar los datos existentes en una base de datos, añadiendo los datos omitidos o actualizando la información atrasada.  Este hábeas data es denominado por el mismo autor como hábeas data aditivo, pues su propósito es agregar más datos de los que deberían constar en el respectivo banco de datos o poner al día la información retrasada (hábeas data actualizador).

3. Modificar o corregir la información, cuando los registros contienen datos incorrectos,  o cuando son ajenos a la verdad; es decir cuando son falsos.  Este tipo de hábeas data es conocido como hábeas data rectificador. 
4. Preservar la confidencialidad de cierta información que si bien contiene datos correctos, obtenidos legalmente, no puede ser otorgada en forma indiscriminada.  Mediante el hábeas data denominado reservador, se impide que esos datos sean divulgados o comunicados a otras personas, salvo que la información sea solicitada por autoridad competente o  por el interesado. 

5. Excluir aquélla “información sensible”, es decir los datos que sólo interesan al titular, por estar vinculados a ideas políticas, religiosas, comportamiento sexual, ciertas enfermedades que son o pueden ser discriminatorias y pueden lesionar el derecho al honor o privacidad del titular.  Con el hábeas data cancelatorio o exclutorio, se persigue la supresión o anulación de esos registros. 

En Bolivia, la norma contenida en el art. 23.I y II de la Constitución Política del Estado configura el recurso de Hábeas Data, con el siguiente texto:

“I. Toda persona que creyere estar indebida o ilegalmente impedida de conocer, objetar u obtener la eliminación o rectificación de los datos registrados por cualquier medio físico, electrónico, magnético, informático en archivos o bancos de datos públicos o privados que afecten su derecho fundamental a la intimidad y privacidad personal y familiar, a su imagen, honra y reputación reconocidos en esta Constitución, podrá interponer el recurso de Habeas Data ante la Corte Superior del Distrito o ante cualquier Juez de Partido a elección suya”.

”II. Si el tribunal o juez competente declara procedente el recurso, ordenará la revelación, eliminación o rectificación de los datos personales cuyo registro fue impugnado”.

De un análisis gramatical del texto de la Constitución, pareciera que el art. 23 sólo atendería a las finalidades de dar a conocer, eliminar o rectificar los datos personales de los registros impugnados; de lo que se podría concluir que la persona, a través de este recurso, no podría preservar la confidencialidad de los datos que constan en un registro.  Sin embargo, no es posible realizar una interpretación restrictiva de la norma, pues, partiendo de los derechos protegidos por ésta, entre los cuales se encuentra el derecho a la intimidad, que, como se vio en el  punto III.1.1., en un sentido positivo implica la libertad que tiene la persona para decidir qué hacer con su vida privada y de guardar reserva sobre aquellos aspectos que no desea que sean conocidos por los demás, se debe entender que la persona, en ejercicio de esa libertad, puede decidir qué aspectos de su vida privada deben ser mantenido en forma confidencial, y por lo mismo, también puede objetar la circulación de esa información. Conforme a esto, es dable sostener que nuestra Ley Fundamental, en coherencia con la doctrina y legislación comparada, tiene entre sus finalidades, las de conocer, eliminar, rectificar (actualizar o modificar) y mantener en reserva los datos que consten en archivos públicos o privados.

III. Banco de datos, archivos o registros.

Las finalidades descritas necesariamente deben recaer sobre los registros, archivos o bancos de datos de entidades públicas o privadas, por lo que es necesario precisar qué debe entenderse por archivos o banco de datos.

Desde una definición restringida, los bancos de datos son depósitos electrónicos de datos institucionalizados, es decir, el conjunto de archivos computarizados que permiten el almacenamiento de información, así como su acceso, sea mediante una clave específica o de de forma abierta al público. Sin embargo, desde una definición amplia, el requisito de medios electrónicos o computarizados para el almacenamiento de datos no es imprescindible, ya que sólo es una consecuencia del avance tecnológico actual.

Consiguientemente, cuando las normas constitucionales de los diferentes países aluden a bancos de datos, hacen referencia a cualquier archivo o registro, legajo, expediente, así como otra forma utilizada para agregar datos o manipularlos, que puede ser mecánica o manual; concluyéndose que estos términos designan en forma indistinta al conjunto organizado de datos, electrónico o no, cualquiera sea la modalidad de su formación, almacenamiento, organización o acceso
.

Algunas constituciones, no establecen distinción entre bancos de datos públicos o privados, otras, como la Argentina, señalan que en los registros públicos la acción del hábeas data puede ejercerse sin límite, en tanto que en los registros privados, es necesario que los mismos estén destinados a proveer informes
.  

Ahora bien, la doctrina señala que la privacidad personal y familiar está conformada por los datos privados o reservados de la persona y su familia
, por lo que éstos tienen que autorizar la divulgación o publicación de esa información.  Por consiguiente, no pueden ser considerados privados, aquellos datos que tienen la característica de ser públicos y, por lo mismo, sólo podrá demandarse su conocimiento, actualización o modificación, mas no su reserva o confidencialidad; tienen esta característica, por ejemplo los relativos a la identificación de las personas, como el nombre, apellido, edad, profesión, estado civil; información que si bien la persona no está obligada a otorgar a terceros, no puede evitar que una vez difundida sean conocida.

Son privados, aquellos datos personales que sólo en algunas circunstancias las personas están obligadas a proporcionar a terceros, quienes deben impedir su difusión y respetar la voluntad de confidencialidad sobre los mismos.  Ahora bien, si estos datos son divulgados sin la autorización de su titular, o cuando no ha existido orden de autoridad competente se vulnera el derecho a la privacidad. 

Conforme a ello, se ha señalado que afectan a la intimidad personal y familiar: la información sensible (raza, ideología, religión, enfermedades que pueden resultar discriminatorias, creencias, etc), los datos secretos (secretos profesional, bancario, confesión), aquellos datos reservados (información que el titular no está obligado a proporcionar a terceros, por ejemplo, las adopciones,  la calidad de víctimas de delitos contra la libertad sexual, etc.) y los datos privados que el titular debe proporcionar ante alguna autoridad (como por ejemplo las declaraciones juradas impositivas, información que sólo puede ser utilizada par los fines que fueron dados)
.

  

Por otra parte, también existe otra información contenida en bases de datos de carácter público reservado
, como por ejemplo la relativa a la seguridad del Estado, la defensa nacional, información estratégica.  Sobre estos datos  no existe unanimidad en las legislaciones, doctrina y jurisprudencia
 sobre la posibilidad de que los registrados puedan acceder a la misma, solicitar su rectificación, su eliminación o su reserva; pues en estos casos existe un fin trascendente cual es la protección del Estado.  Sin embargo, algunos autores opinan que al existir identificación concreta entre los datos y la persona, se da un derecho de pertenencia sobre los mismos y en tal sentido, la persona puede obtener la información deseada, aún de los archivos sobre la seguridad del Estado
.

En Bolivia, el art. 23.I de la CPE, señala que el recurso de hábeas data puede ser interpuesto por la persona que creyere estar indebida o ilegalmente impedida de conocer, objetar u obtener la eliminación o rectificación de “…los datos registrados por cualquier medio físico, electrónico, magnético, informático en archivos o bancos de datos públicos o privados”; en consecuencia, la norma constitucional, en coherencia con la doctrina sobre el particular, establece en forma amplia las modalidades de registro de los datos, no estando restringidas al aspecto electrónico.

El precepto, no establece restricciones en cuanto al acceso a los registros o bancos de datos; sin embargo, la Ley de Procedimiento Administrativo, establece limitaciones respecto a la información sobre temas relativos a la defensa nacional, seguridad del Estado, y otros, conforme al texto del art. 18 de esa Ley: 

(Acceso a Archivos y Registros y Obtención de Copias). I. Las personas tienen derecho a acceder a los archivos, registros públicos y a los documentos que obren en poder de la Administración Público, así como a obtener certificados o copias legalizadas de tales documentos cualquiera que sea la forma de expresión gráfica, sonora, en imagen u otras, o el tipo de soporte material en que figures.”

II. Toda limitación o reserva de la información debe ser específica y estar regulada por disposición legal expresa o determinación de autoridad administrativa con atribución legal establecida al efecto, identificando el nivel de limitación.  Se salvan las disposiciones legales que establecen privilegios de confidencialidad o secreto profesional y aquellas de orden judicial que conforme a la Ley, determinen medidas sobre el acceso a la información.

III. A los efectos previstos en el numeral anterior el derecho de acceso y obtención de certificados y copias no podrá ser ejercido sobre los siguientes expedientes:

a) Los que contengan información relativa a la defensa nacional, a la seguridad del Estado o al ejercicio de facultades constitucionales por parte de los poderes del Estado.

b) Los sujetos a reserva o los protegidos por los secretos comercial, bancario, industrial, tecnológico y financiero, establecido en disposiciones legales.

IV. Marco procesal

Muchas de las Constituciones de latinoamérica han determinado que el procedimiento a aplicarse en los recursos de hábeas data, al menos con carácter transitorio, es el que corresponde al amparo constitucional.  Esta fue la solución en Brasil (mandato de seguridad), Colombia (tutela) y Argentina
.

En Bolivia, se ha seguido ese mismo criterio, pues el art. 23.V de la CPE, establece:

“V. El recurso de Habeas Data se tramitará conforme al procedimiento establecido para el Recurso de Amparo Constitucional previsto en el Artículo 19° de esta Constitución”.

Conforme al precepto constitucional glosado, el recurso de hábeas data debe tramitarse de acuerdo al procedimiento señalado para el recurso de amparo constitucional.  De ello se extrae que la doctrina constitucional sentada para el amparo, también es válida para el recurso de hábeas data y, en consecuencia, corresponde hacer un recuento de aquéllas líneas jurisprudenciales sentadas por el Tribunal Constitucional, en cuanto a los requisitos de admisión del recurso de amparo constitucional y las causales de improcedencia. 

IV.1. Requisitos de admisión del  recurso.- El art. 97 de la Ley del Tribunal Constitucional (LTC), establece los requisitos para la presentación del recurso de amparo constitucional: I. Acreditar la personería del recurrente; II. Nombre y domicilio de la parte recurrida o de su representante legal; III. Exponer con precisión y claridad los hechos que le sirvan de fundamento; IV Precisar los derechos o garantías que se consideren restringidos, suprimidos o amenazados; V. Acompañar las pruebas en que se funda la pretensión; y, VI Fijar con precisión el amparo que se solicita para preservar o reestablecer el derecho o la garantía vulnerados o amenazados.  El art. 98, establece que “El Tribunal o juez competente, en el plazo de veinticuatro horas admitirá el recurso de amparo constitucional que cumpla los requisitos de forma y contenido exigidos por el artículo precedente; caso contrario será rechazado.  Los defectos formales podrá subsanar el recurrente en el plazo de cuarenta y ocho horas de su notificación sin ulterior recurso”.

Sobre estos requisitos, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, ha establecido dos sub-reglas: a) cuando se omite alguno de los requisitos en la etapa de admisión, y no se subsanan los mismos dentro del plazo de ley, se da lugar al rechazo, y b) si el recurso fue admitido pese a no cumplirse con los requisitos exigidos por ley, se da lugar a la improcedencia del amparo, sin ingresar al análisis del fondo del asunto. (SSCC 227/2002-R y 905/2002-R, 1127/2003-R y 0652/2003-R, entre otras).

En el hábeas data estos requisitos también deben ser cumplidos; así, será preciso que el recurrente acredite su personería, señale el nombre y domicilio de la parte recurrida, exponga con claridad los hechos, acompañe las pruebas en que se funda su pretensión, fije con precisión la tutela que solicita y precise los derechos que considere han sido vulnerados, que no podrán ser otros que los señalados en el art. 23 de la CPE, es decir los derechos a la intimidad y privacidad personal y familiar, a su imagen, honra y reputación. 

IV.2. Legitimación activa .-  El art. 19.II de la CPE establece que “El recurso de amparo se interpondrá por la persona que se creyere agraviada o por otra a su nombre con poder suficiente –salvo lo dispuesto en el artículo 129° de esta Constitución-, ante las Cortes Superiores en las capitales de Departamento, o ante los Jueces de Partido en las provincias, tramitándoselo en forma sumarísima.  El Ministerio público podrá también interponer de oficio este recurso  cuando no lo hiciere o no pudiere hacerlo la persona afectada”

Desarrollando este artículo, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre recursos de amparo constitucional, ha establecido que la legitimación activa es  aquélla que: “... corresponde al afectado que directamente acredita interés en el asunto y en quien recaen las consecuencias jurídicas de la resolución o acto de la autoridad que se impugna” (SC 134/2002-R), en otros términos, es la “… relación directa entre el recurrente y el derecho que se invoca como violado, en función del interés personal que tiene quien pide el Amparo”” (SC 517/2002-R). 

En cuanto al hábeas data, la doctrina y jurisprudencia de otros países ha establecido que esta acción sólo puede interponerla el agraviado por la acción u omisión que ha lesionado alguno de los derechos protegidos por este recuro, y en este sentido es una acción personalísima, y no así popular
, pues sólo la puede interponer quien acredite un interés directo y un daño potencial o cierto que lo habilite al reclamo. 

En Bolivia, el art. 23 de la CPE se refiere a “toda persona  que creyere estar indebida o ilegalmente impedida de conocer, objetar u obtener la eliminación o rectificación de los datos registrados por cualquier medio físico, electrónico, magnético, informático en archivos o bancos de datos públicos o privados que afecten su derecho fundamental a la intimidad y privacidad personal y familiar, a su imagen, honra y reputación….”; de lo que se extrae que tiene que existir correspondencia entre la persona que interpone el recurso con el derecho supuestamente vulnerado.  En ese sentido, en nuestra legislación, el hábeas data tampoco es una acción popular; sin embargo, en virtud a lo dispuesto por el art. 19 y 129 de la CPE, al igual que en el amparo constitucional, el recurso puede ser interpuesto por el Ministerio  Público cuando no lo presente o no pudiere hacerlo la persona afectada, o por el Defensor del Pueblo.

Ahora bien, conviene advertir que uno de los derechos protegidos por el hábeas data es la privacidad familiar, y en ese entendido pueden tener legitimación activa los miembros del grupo familiar (compuesto por el padre, la madre y los hijos), aunque el acto ilegal no recaiga directamente sobre la persona que interpone el recurso, sino sobre la familia. 

Por otra parte,  en el recurso de hábeas data, la legitimación activa puede recaer tanto en una persona natural como en una persona jurídica, pues si bien puede existir discusión en la doctrina en cuanto a la lesión que pueden sufrir las personas colectivas en su derecho a la intimidad, no es menos cierto que sí puede resultar lesionado su derecho a la reputación o del buen nombre, y en ese sentido el art. 56 del Código Civil, establece que “las personas colectivas deben adoptar, a tiempo de constituirse, un nombre al cual es aplicable lo dispuesto por el artículo 12”, norma que establece que “”La persona a quien se discuta el derecho al nombre que lleva o sufra algún perjuicio por el uso indebido que de ese nombre haga otra persona, puede pedir judicialmente el reconocimiento de su derecho o la cesación del uso lesivo.  El juez puede ordenar que la sentencia se publique por la prensa.” 

La Jurisprudencia del Tribunal Constitucional, ha entendido en la SC 965/2004-R, que “La legitimación activa del hábeas data recae en la persona natural o jurídica -aunque el precepto constitucional no lo determina de esa manera en forma expresa, se entiende que dentro de la protección de este recurso se puede y debe abarcar tanto a las personas físicas como a las jurídicas, de quienes también se pueden registrar datos e informaciones- respecto de la cual la entidad pública o privada haya obtenido y tenga registrados datos e informaciones que le interesen a aquella conocer, aclarar, rectificar, modificar, o eliminar, y que no haya tenido respuesta favorable por la citada entidad para lograr esos extremos”. 

IV. 3. Legitimación pasiva.- El Tribunal Constitucional, ha establecido que hay legitimación pasiva en los recursos de amparo constitucional, cuando existe “coincidencia entre la autoridad que  presuntamente causó la violación de los derechos y aquélla contra quien se dirige la acción.” ( SSCC 255/2001-R, 1349/2001-R, 984/2002-R, 002/2003-R, 1396/2004-R, entre otras. 

En el recurso de Hábeas data, considerando que la acción se interpone contra los actos que impidan conocer, objetar u obtener la eliminación, rectificación o mantener en reserva los datos existentes archivos o bancos de datos públicos o privados, se entiende que la legitimación activa recae en el representante legal de la entidad pública o privada que esté en posesión de los archivos. Así, la SC 965/2004-R, estableció que: “La legitimación pasiva de esta acción, tomando en consideración que protege a la persona en el ejercicio de su derecho a la autodeterminación informativa contra cualquier manejo impropio de sus datos personales registrados o almacenados en bancos de datos públicos o privados, recae en el personero legal de la entidad pública o privada que tengan los archivos o bancos de datos personales de quien se sienta afectado en el ejercicio del citado derecho”.

La Constitución boliviana habla en forma genérica de bancos de datos públicos o privados, sin establecer ningún límite en estos últimos, como por ejemplo lo hace la Constitución Argentina, que expresamente señala que los bancos de datos privados deben estar destinados a proveer informes. 

Ahora bien por la naturaleza de los derechos que protege el hábeas data (intimidad, privacidad familiar, honor, imagen, reputación), entendemos que sólo es posible interponer el recurso contra las  personas de derecho privado, cuando éstas estén a cargo de un banco de datos que tenga como objetivo otorgar información  a terceras personas sobre los datos consignados en sus archivos; toda vez que sólo cuando esos registros se hacen públicos, se lesionan los derechos antes señalados.

IV4. Procedimiento a seguirse

De acuerdo al art. 23 de la CPE, en concordancia con el art. 19 de la misma Ley Fundamental, el recurso de hábeas data se interpone por la persona que se creyere agraviada u otra a su nombre con poder suficiente, ante las Cortes Superiores en las capitales de Departamento o ante los jueces de partido en las provincias, tramitándoselo en forma sumarísima; la elección del juez o tribunal se la efectúa en virtud al territorio, conforme lo ha entendido la jurisprudencia constitucional en la SC 1382/2002-R, “en el sentido de la Constitución, los recursos de hábeas corpus por violaciones a la libertad individual, en cualquiera de las formas establecidas en la Ley del Tribunal Constitucional, que se cometan en las capitales de departamento, deben ser conocidos y resueltos por la Corte Superior de Distrito en una de sus salas, o por el Juez de partido de turno; en cambio, si tales actos ilegales u omisiones contra la libertad, se cometen en las provincias, será competente para conocer el recurso de hábeas corpus en cuestión, el juez de partido, y en ausencia de éste, el juez de instrucción, del ámbito territorial dentro del cual ejerzan jurisdicción y competencia los nombrados órganos jurisdiccionales. Este entendimiento interpretativo es aplicable, en lo conducente, a los recursos de amparo constitucional; en ambos casos regirán, en lo pertinente, las reglas de la jurisdicción y competencia territorial establecidas por el art. 35 de la Ley de Organización Judicial”. Se entiende que esta línea jurisprudencial es también aplicable a los recursos de hábeas data. 
El juez o Tribunal del recurso, en el plazo de veinticuatro horas admitirá el recurso de hábeas data, si es que cumple con los requisitos enumerados anteriormente; caso contrario será rechazado, salvo que se trate de defectos formales que podrán ser subsanados en el plazo de 48 horas. Admitido el recurso, se fijará hora y día de audiencia que debe tener lugar dentro del plazo máximo de 48 horas desde la citación, que se efectuará en forma personal o por cédula a la autoridad o particular recurrido. 

La audiencia no podrá ser suspendida por la inconcurrencia del Ministerio Público, y en ella el recurrido deberá elevar informe sobre los hechos denunciados, debiendo el Juez o Tribunal del recurso, pronunciar Resolución en la misma audiencia, declarando procedente o improcedente el recurso; en el primer caso se determinará la existencia o no de responsabilidad civil y penal; en el segundo, se impondrá y fijará costas y multa al recurrente.  Esta Resolución será elevada en revisión, de oficio, ante el Tribunal Constitucional en el plazo de 24 horas.

IV. 5. Causales de improcedencia del Hábeas data

Conforme se preciso anteriormente, el art. 23 establece que el recurso de hábeas data será tramitado de acuerdo al procedimiento para el recurso de amparo constitucional. En este entendido, le son aplicables al hábeas data las causales de improcedencia señaladas para el recurso de amparo constitucional, por lo que es preciso recordar aquellas normas y líneas jurisprudenciales sentadas por el Tribunal Constitucional sobre el particular. 

IV. 5.1. Carácter subsidiario del hábeas data.

Se debe recordar que el art. 19. IV de la CPE, determina que la autoridad judicial que conoce el recurso de amparo constitucional –y ahora el hábeas data- deberá examinar la competencia del funcionario o los actos del particular y, encontrando cierta y efectiva la denuncia, concederá el amparo solicitado siempre que no hubiere otro medio o recurso legal para la protección inmediata de los derechos y garantías restringidos, suprimidos o amenazados. 

El carácter subsidiario del amparo constitucional, también está establecido en el art. 96 de la Ley del Tribunal Constitucional, que establece que el recurso de amparo no procederá contra: a) las Resoluciones cuya ejecución estuviere suspendida por efecto de algún medio de defensa o recurso ordinario o extraordinario interpuesto con anterioridad por el recurrente y en cuya virtud pudieran ser revisadas, modificadas, revocadas o anuladas; b) las resoluciones judiciales que por cualquier otro recurso puedan ser modificadas o suprimidas aún cuando no se haya hecho uso oportuno de dicho recurso.

Desarrollando el carácter subsidiario del amparo, la jurisprudencia de este Tribunal, contenida en las SSCC 1089/2003-R, 552/2003-R, 106/2003-R, 374/2002-R, 1337/2003-R entre otras, han señalado que no “podrá ser interpuesta esta acción extraordinaria, mientras no se haya hecho uso de los recursos ordinarios o administrativos y, en caso de haber utilizado los mismos deberán ser agotados dentro de ese proceso o vía legal, sea judicial o administrativa, salvo que la restricción o supresión de los derechos y garantías constitucionales ocasione perjuicio irremediable e irreparable”.
Esta causal de improcedencia, de acuerdo a lo anotado en líneas precedentes, es aplicable al hábeas data, acción que sólo se activa cuando el recurrente ha agotado los medios o recursos que tenía a su alcance para lograr conocer, objetar u obtener la eliminación, rectificación de los datos públicos o privados que afectan a su derecho a la intimidad y privacidad personal y familiar, a su imagen, honra y reputación, o mantener en reserva la información sensible para el recurrente. 
En efecto, de acuerdo al entendimiento jurisprudencial contenido en la SC 965/2004-R, “Tomando en cuenta sus fines y objetivos, así como la aplicación supletoria de las normas previstas por el art. 19 de la CPE, dispuesta por el art. 23 parágrafo V antes referido, se entiende que el hábeas data es una acción de carácter subsidiario, es decir, que solamente puede ser viable en el supuesto que el titular del derecho lesionado haya reclamado ante la entidad pública o privada encargada del banco de datos, la entrega de la información o datos personales obtenidos o almacenados, y en su caso, la actualización, rectificación o supresión de aquella información o datos falsos, incorrectos, o que inducen a discriminaciones, y no obtiene una respuesta positiva o favorable a su requerimiento, o sea que la entidad pública o privada no asume inmediatamente la acción solicitada. Dicho de otro modo, el hábeas data se activa exclusivamente cuando la persona demuestra que ha acudido previamente ante la entidad pública o privada para pedir la restitución de su derecho lesionado y no ha podido lograr la reparación a dicha vulneración”.

IV. 5.2. Inmediatez

La jurisprudencia del Tribunal Constitucional, ha determinado que la persona que se considere agraviada debe activar la jurisdicción constitucional máximo hasta los seis meses de tener conocimiento del acto ilegal u omisión indebida o después de haberse agotado los medios y recursos que tengan para hacer cesar el mismo, los cuales también deben ser utilizados oportunamente (SSCC 1442/2002-R,  1155/2003-R, entre otras) 

Este entendimiento está sustentado en el principio de preclusión de los derechos para accionar, pues por principio general del derecho ningún actor procesal puede pretender que el órgano jurisdiccional esté a su disposición en forma indefinida, sino que sólo podrá estarlo dentro de un tiempo razonable, y si en ese tiempo el agraviado no presenta ningún reclamo implica que no tiene interés alguno en que sus derechos y garantías le sean restituidos (SC 1157/2003-R).
Esta causal de improcedencia también es aplicable al recurso de hábeas data y, en consecuencia, la acción debe ser interpuesta por el agraviado hasta el término de seis meses, contados a partir del momento en que se le hubiera impedido conocer, objetar u obtener la eliminación, rectificación o reserva de los datos  registrados en archivos o bases de datos, si es que no existe otro medio o recurso para el efecto, o desde que éstos hubieran sido agotados sin lograr la reparación a los derechos vulnerados.

IV. 5.3. Actos consentidos libre y expresamente

De acuerdo al art. 96.2), el recurso de amparo constitucional no procede contra los actos consentidos libre y expresamente; causal que tiene su fundamento en el respecto al libre desarrollo de la personalidad, “…lo que significa que toda persona puede hacer lo que desee en su vida y con su vida sin que la Sociedad o el Estado puedan realizar intromisiones indebidas en dicha vida privada; pues se entiende que toda persona tiene la absoluta libertad de ejercer sus derechos de la forma que más convenga a sus intereses, con la sola condición de no lesionar el interés colectivo o los derechos de las demás personas; por lo mismo, frente a una eventual lesión o restricción de su derecho fundamental o garantía constitucional la persona tiene la libertad de definir la acción a seguir frente a dicha situación, ya sea reclamando frente al hecho ilegal, planteando las acciones pertinentes o, en su caso, de consentir el hecho o llegar a un acuerdo con la persona o autoridad que afecta su derecho, por considerar que esa afección no es grave y no justifica la iniciación de las acciones legales correspondientes". SC 700/2003-R

En este orden, la jurisprudencia del Tribunal, ha entendido que al ser el consentimiento una expresión de la libre voluntad, no existe causa para dar curso a la tutela cuando se advierte un consentimiento libre y expreso del acto reclamado a través del amparo constitucional, pues el Tribunal de garantías no puede esta a disposición de la indeterminación de ninguna persona, pues con ello se provocaría incertidumbre en los actos jurídicos  (SC 795/2004-R).
En este sentido, la causal de improcedencia descrita, también debe aplicarse al hábeas data, pues si el titular de los derechos protegidos por esta acción ha consentido en que se invada su intimidad y privacidad personal o familiar, por ejemplo, no puede solicitar la protección que brinda el hábeas data.

IV. 5.4.  Cesación de los efectos del acto reclamado

El mismo art. 96.2) de la LTC, determina que el amparo constitucional no procede cuando hubieren cesado los efectos del acto reclamado, es decir cuando la causa para la interposición del recurso haya desaparecido antes de la citación a los demandados con el recurso la autoridad o persona recurrida; la improcedencia se explica porque cuando deja de existir el acto ilegal denunciado, el recurso de amparo ya no tiene razón de ser ni objeto, puesto que no se puede pretender protección de un derecho fundamental o garantía constitucional, cuando desapareció la causa en la que se fundó el recurso. (SC 050/2004-R, 905/2004-R)

Esta causal, aplicable a los recursos de hábeas data, determina que si antes de la citación con la acción, el recurrido da a conocer, rectifica,  elimina o dispone mantener en reserva la información contenida en la base de datos, el recurso resulta improcedente. 

IV.5.5. Identidad de sujeto, objeto  y causa

Causal de improcedencia contenida en el art. 96.2) de la LTC, que textualmente expresa que el recurso de amparo no procederá “cuando se hubiere interpuesto anteriormente un recurso constitucional con identidad de sujeto, objeto y causa…”.

Para que opere esa causal de improcedente, también aplicable al recurso de hábeas data, es preciso que, como lo ha entendido la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, exista necesariamente la concurrencia de las tres identidades (sujeto, objeto y causa), es decir: “…a) de sujetos: que sean las mismas personas que presentan el recurso y lo dirigen contra la misma autoridad o personas particulares contra las que recurrieron antes; b) de causa: que el motivo (acto o resolución), que da origen al amparo, sea el mismo en ambos casos; y c) de objeto: que el propósito del recurso, sea el mismo tanto en el primer como en el segundo amparo”. (SC 115/2003-R). 

� La jurisprudencia argentina, ha señalado que “La acción de hábeas data es una modalidad de amparo que permite a toda persona interesada acceder al conocimiento de los datos que consten en registros o bancos de datos públicos o privados destinados a proveer informes, y a exigir su supresión, rectificación, confidencialidad o actualización, en caso de falsedad o discriminación.  Esta información debe referirse a cuestiones relacionadas con la intimidad, no pudiendo utilizarse por terceros sin derecho a hacerlo (C1a.  Cont.adm. Córdoba, “Flores, M. c/Provincia de córdoba”, LLC, 1996-316), cit. por Pierini, Alicia, Lorences, Valentín, Tronabene, María Inés, Hábeas data. Derecho a la intimidad, Editorial Universidad, Buenos Aires, 1999, págs. 17.





� Cfr: Eguiguren P, Francisco J., El hábeas data y su desarrollo en el Perú, en Ius et Praxis, Derecho a la autodeterminación informativa y acción de Hábeas Data en Iberoamérica, Editorial Universidad de Talca,  Chile, 1997, pág. 122, también Fernández Segado, Francisco. El régimen jurídico del tratamiento automatizado de los datos de carácter personal en España, en Ius et Praxis, op. cit., pág. 33 y ss; Zúñiga, Franciso, El derecho a la intimidad y sus paradigmas, en Ius et Praxis, op. cit., pág. 289.





� Eguiguren P., Franciso, op. Cit., pág. 122; Fernández Segado, Francisco, op. Cit., pág. 36


�  Cfr:  Eguiguren P., Franciso, op. Cit., pág. 122.


� Fernández Segado, Francisco, Op. Cit, pág. 42 y ss.


� Meins, Eduardo, Consideraciones sobre la acción de Hábeas data, en Ius et Praxis, op. cit., pág. 222; Comisión Andina de Juristas, Protección de los Derechos Humanos, Definiciones operativas, Lima, Perú, 1997, pág.182.


� El contenido de la vida privada fue esbozado por Meins, Eduardo, op. cit., pág. 225 y ss.


� González García, Hernán, La acción de hábeas data y el procedimiento penal, en Ius et Praxis, op. cit, pág..252.





� Zúñiga, Francisco, en Ius et Praxis, op. cit, pág. 299.  La distinción entre el derecho a la intimidad y el derecho a la privacidad, también es realizada por la Ley Orgánica  Española 51/1992, de 29 de octubre, de regulación del tratamiento automatizado de los datos de carácter personal, que en la exposición de motivos señala:  “…la privacidad constituye un conjunto más amplio, más global de facetas de su personalidad que, aisladamente consideradas pueden carecer de significación intrínseca pero que, coherentemente enlazadas entre sí, arrojan un retrato de la personalidad el individuo que éste tiene derecho a mantener reservado.  Y la intimidad, en sentido estricto, está suficientemente protegida por las previsiones de los tres primeros párrafos del art. 18 de la Constitución y por las leyes que los desarrollan, la privacidad puede resultar menoscabada por la utilización de las tecnologías informáticas de tan reciente desarrollo”, cit. en González Murúa, Ana Rosa, El derecho a la intimidad, el derecho a la autodeterminación informativa y la L.O. 5/1992, de 29 de octubre de regulación del tratamiento automatizado de datos personales, Universidad del País Vasco, Barcelona, 1994. 





� Cifuentes Muñoz, Eduardo, El hábeas data en Colombia, en Ius et Praxis, op. cit., pág. 87.


� Comisión Andina de Juristas, op. cit., pág. 183.
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